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	La Corporación de Fomento de la Producción ha asumido, a partir de 1994, el desafío de situar a la Institución a la altura de las necesidades y demandas del desarrollo productivo del país, en el contexto de los procesos de modernización y de reformulación del rol del Estado en la economía nacional, impulsado por el Supremo Gobierno.





	Si bien en la primera etapa histórica de CORFO su rol de fomento consistió principalmente en una acción directa del Estado en la actividad empresarial, en el presente, el Estado en general y CORFO en particular, se han orientado decididamente a fortalecer las capacidades competitivas de las empresas nacionales.





	Uno de los factores que inciden en las posibilidades de un país de competir exitosamente en los mercados mundiales, es su capacidad productiva.  No obstante, tanto las actividades de investigación y desarrollo como la transferencia tecnológica, están sujetas a imperfecciones de mercado que inhiben su ejecución a niveles socialmente óptimos.  Es por ello que resulta necesario establecer una política tecnológica que corrija estas fallas.


	Un elemento crucial de dicha política tecnológica, lo constituye la existencia de institutos especializados que cumplan con los siguientes roles: facilitar la transferencia de las mejores prácticas tecnológicas del mundo a las empresas nacionales; articular esfuerzos de empresas privadas para viabilizar iniciativas de innovación, promoviendo y participando en actividades de investigación y desarrollo, tanto con resultados de aplicación inmediata como de carácter precompetitivo.  Parte fundamental de su misión debe concentrarse en el apoyo al cumplimiento de roles públicos en el ámbito de la regulación, y en el aseguramiento de la calidad y de la información con características de bien público, que sirven simultáneamente a la autoridad que tiene asignada la respectiva función pública como al sector privado en el proceso de toma de decisiones productivas.





	En esta línea, los Institutos Tecnológicos Filiales de CORFO juegan un rol de particular relevancia por su apoyo al desarrollo tecnológico y productivo nacional en las áreas pesquera (Instituto de Fomento Pesquero-IFOP), forestal (Instituto Forestal-INFOR) y manufacturera (Instituto de Investigaciones Tecnológicas-INTEC), todas de alta significación estratégica para la economía nacional.





	Asimismo, contribuyen a generar información sobre recursos específicos (IFOP e INFOR), mantienen una base integrada sobre el estado y disponibilidad de todos los recursos naturales (Centro de Información de los Recursos Naturales-CIREN), y facilitan la coordinación productiva, la información técnica y la promoción de las exportaciones a través del desarrollo de un sistema nacional de calidad, a saber: la producción y difusión de normas técnicas, un sistema de acreditación y la coordinación de una red de metrología (Instituto Nacional de Normalización-INN).





	Existe un conjunto de rasgos propios del carácter de la innovación tecnológica como bien económico (baja apropiabilidad, rápida obsolescencia del stock de conocimientos, etc.), que hace que los institutos tecnológicos difícilmente puedan autofinanciarse.





	Los intentos hechos por forzar un autofinanciamiento se tradujeron en que los institutos orientaron sus actividades hacia labores de alta rentabilidad privada en los campos de la consultoría, asistencia técnica, servicios de laboratorio, etc., los que finalmente constituyeron una competencia para el sector privado, la cual, en ocasiones, se puede catalogar de desleal.  Además, en ese proceso se perdió la identificación de una misión orientadora clara para cada instituto y se debilitaron sus competencias centrales al dispersarse los esfuerzos en múltiples iniciativas, que si bien tenían respuesta de mercado, carecían de un impacto económico y tecnológico sustantivo.





	En contraposición a esta forma de financiamiento de los institutos, también se ha experimentado en Chile con otra modalidad: hacer transferencias fiscales haciendo fe en que la evaluación de la pertinencia de las actividades a realizar estará salvaguardada por los conocimientos de los propios especialistas de los institutos.  La experiencia muestra que ello genera un sesgo igualmente negativo, por cuanto tiende a generarse una cantidad importante de proyectos autorreferentes, que si bien pueden tener valor científico, no generan impacto en el sector productivo.





	Como consecuencia de la aplicación consecutiva durante las últimas décadas de los enfoques de financiamiento recién mencionados, la actual administración de CORFO recibió, al asumir sus tareas en marzo de 1994, un conjunto de institutos filiales que adolecían de una serie de debilidades.  En primer lugar, se percibía la falta de una misión orientadora clara y, junto con esto, la dispersión de los esfuerzos en múltiples actividades de impacto cuestionable, ya sea porque generaban escasas externalidades tecnológicas o porque no eran realmente pertinentes a las necesidades productivas nacionales.  Más aún, en algunos casos se desempeñaban actividades rutinarias que el sector privado estaba en condiciones de ofrecer en forma adecuada, constituyendo, en algunos casos, formas de competencia desleal.  Es en este contexto que se decidió poner en marcha, en 1995, un profundo proceso de modernización de los institutos filiales.  Dicho proceso contempla tres componentes:





	1.	Reposicionamiento estratégico de cada instituto.  Ello implica precisar su misión específica y racionalizar su estructura y funciones a la luz de esa misión;





	2.	Redefinición del marco de financiamiento, de modo de establecer un conjunto de incentivos que aseguren tanto la pertinencia de las actividades de cada instituto como la eficiencia en la gestión, y





	3.	Modificación del marco legal en que se desenvuelven los institutos, de modo de otorgarles niveles adecuados de autonomía y flexibilidad de gestión, de manera de organizar óptimamente sus recursos en la dirección de optimizar su impacto.





	Dentro de este marco, entre 1995 y 1996 se han desarrollado procesos de planificación estratégica al interior de los institutos, lo que ha tenido como resultado el establecimiento de una misión clara para cada uno de ellos, la redefinición de áreas de acción y la reestructuración administrativa y funcional. Ello ha redundado, entre otras cosas, en el desprendimiento de algunas funciones y la apertura de otras.  Adicionalmente este proceso se ha traducido en la reducción de aproximadamente un 30% del personal de estas instituciones.





	En el mismo período se ha impulsado una significativa reforma en el marco de financiamiento de los institutos filiales, en un esquema de incentivos orientado a potenciar una gestión que equilibre la provisión de servicios tecnológicos a empresas ante requerimientos de corto plazo; también se han desarrollado proyectos de investigación de carácter precompetitivo, con participación  activa de los respectivos clientes (y por tanto con impacto en el mediado plazo); además, se ha efectuado un esfuerzo de mantención de capacidades para abordar desafíos tecnológicos futuros evitando la rápida obsolescencia y, finalmente, se ha ejecutado la prestación de servicios de apoyo a funciones públicas del gobierno.





	Un componente fundamental de esta reforma lo constituye la puesta en marcha en 1995 del Fondo para Programas y Proyectos de Servicios e Interés Público (FONSIP).  Ante él, los institutos deben presentar proyectos con demostrado interés de clientes privados y públicos, tanto en la formulación y ejecución del proyecto como en su financiamiento.  FONSIP cuenta con un sistema de evaluadores expertos externos que califican ex-ante la pertinencia de cada proyecto, como también de un sistema riguroso de seguimiento de su ejecución.





	Con este nuevo fondo se ha buscado la participación financiera del sector privado en los proyectos, asegurando la pertinencia de los proyectos a la luz de los requerimientos del mercado.  La creación de este esquema de financiamiento genera una clara señal acerca de la necesidad de que los institutos orienten sus roles al cliente privado.





	Un segundo componente está dado por la abolición de la práctica de financiar los institutos a través de transferencias no condicionadas, para pasar a un esquema de contratos de desempeño firmados por el instituto y ministerios o servicios públicos.  En ellos deben determinarse que servicios y productos son realmente necesarios para su propia función (información para la regulación, asesorías técnicas para la definición de normas, etc.) y que actividades debe mantener el instituto para asegurar una provisión futura de servicios tecnológicos en áreas clave.  Estos contratos de mantención de capacidades establecen claramente los resultados que se esperan de la gestión de los institutos en horizontes de corto y mediano plazo.  Los contratos de desempeño son evaluados por entidades externas debidamente calificadas.





	Un tercer componente de financiamiento está dado por la venta de servicios tecnológicos a la empresas privadas.  El incremento de estas ventas forma parte de los resultados esperados y mediados en los contratos de desempeño.





	Como resultado de estas innovaciones, a partir de 1997 los institutos filiales serán financiados de la siguiente manera: del orden de un cuarto de su financiamiento provendrá de los contratos de desempeño o de prestación de servicios de interés público a ministerios y servicios, y la diferencia provendrá de servicios directos al sector privado y/o de ingresos derivados de la realización de proyectos financiados por los fondos concursables.





	De lo ya descrito se puede desprender que los dos primeros componentes del esfuerzo modernizador ya han sido abordados.  No obstante, para conseguir pleno éxito en la iniciativa, es necesario abordar a la brevedad la tarea de otorgar la necesaria autonomía y flexibilidad a los institutos.  En efecto, en la actualidad los institutos son financiados mediante recursos asignados por la Ley de Presupuestos, condición que los hace sujetos de restricciones derivadas de la misma, y a la aplicación de determinados cuerpos legales que les impiden desarrollar a plenitud las capacidades generadas en todo este proceso, para hacer posible su vinculación directa y efectivamente competitiva con el sector productivo y su operación en el nuevo modelo de financiamiento.





	La autonomía que se requiere supone que el nuevo rol asignado a los institutos será ejercido por entidades eminentemente técnicas, con independencia administrativa y jerárquica, de modo de conferir trasparencia y rigurosidad a la información y servicios que ellos aportan, tanto para la autoridad como para el sector empresarial; además, el cumplimiento de estos roles requiere de un importante grado de flexibilidad para su gestión.





	Las restricciones que hoy existen surgen a partir de 1974, cuando se comenzaron a dictar una serie de disposiciones legales, que sin modificar la naturaleza jurídica de estas entidades, les hicieron aplicables normas que se refieren al sistema de remuneraciones, administración, régimen de personal, entre otras, todo lo cual, sin lugar a dudas, impide su inserción en el proceso modernizador ya descrito.





	El proyecto que hoy someto a vuestra consideración pretende, precisamente, restablecer el sistema de gestión y administración que es propia de todas las corporaciones y fundaciones de derecho privado, aunque con ciertas limitaciones que buscan garantizar la calidad eminentemente estatales de las instituciones de las que hoy nos ocupamos.  Este objetivo a cautelar se cumple mediante la aplicación a los institutos CORFO, del régimen jurídico al que están afectos las empresas en que el Estado tiene una participación o injerencia mayoritaria.  Este sistema cumple el doble objetivo de permitir una mayor agilización en su gestión funcional y financiera, a la vez que resguarda los intereses patrimoniales del Estado, básicamente, mediante la aprobación anual del presupuesto con que operarán estas entidades.





	La iniciativa consta de 3 artículos permanentes y dos transitorios.  En el primero, se excluye a los institutos CORFO de la aplicación de las normas que le incorporaron al sistema de administración financiera del Estado, con algunas señaladas excepciones, así como del sistema de viáticos; uso y circulación de vehículos; el sistema de fijación de remuneraciones mediante resolución conjunta y limitaciones máximas a las mismas establecida en el artículo 24 de la ley 18.482 que se aplica a las entidades a cuya creación concurra la Corporación del Fomento.





	El inciso segundo del artículo primero consagra para estos institutos la aplicación del régimen de las empresas en las que hay mayoritaria presencia estatal, que consiste, básicamente, en que su sistema presupuestario anual debe ser aprobado por decreto exento conjunto de los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Hacienda.





	El artículo segundo, entrega al Consejo de la CORFO, la facultad de efectuar evaluaciones periódicas acerca del cumplimiento de los fines y la gestión de estas instituciones y otros aspectos relevantes.





	El artículo tercero pretende dejar claramente señalado que la presente ley no afectará de manera alguna las relaciones laborales vigentes a la época de su entrada en vigencia.





	El artículo primero transitorio regula aspectos presupuestarios de los citados institutos, derivados de la entrada en vigencia de la ley que se propone.





	Finalmente, el artículo segundo transitorio se refiere a aspectos de la temporalidad de la ley estableciendo que entrará en vigencia dentro de los treinta días siguientes a su publicación en el Diario Oficial, haciendo presente la necesidad de que los decretos exentos se encuentren previamente dictados para evitar trastornos de naturaleza presupuestaria.





	Por las razones expuestas, someto a la consideración de la H. Cámara de Diputados, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente














P R O Y E C T O   D E   L E Y:








“Artículo 1º.-	Exclúyese al Instituto de Fomento Pesquero, Instituto Forestal, Instituto Nacional de Normalización, Centro de Información de Recursos Naturales y Corporación de Investigación Tecnológica de la aplicación del Decreto Ley Nº 799, de 1974, Decreto con Fuerza de Ley Nº 262 de 1977, artículo 9º del Decreto Ley Nº 1953, de 1977 y artículo 62 de la Ley Nº 18.482 y Decreto Ley Nº 1263, de 1975, con excepción de sus artículos 29, 44, e inciso final del artículo 9º, que se le seguirán aplicando.





				Estas entidades estarán sometidas, en lo que sea pertinente, a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Nº 18.196, artículo 24 de la Ley Nº 18.482 y artículo 68 de la Ley Nº 18.591.





Artículo 2º.-	El Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción conocerá respecto de las entidades referidas en el artículo 1º, a lo menos cada tres años, una evaluación del cumplimiento de los objetivos, tareas y metas de cada una de ellas; de la naturaleza de las funciones que han desempeñado; de la calidad y pertinencia de los proyectos desarrollados, y de los demás aspectos de la gestión operativa y económica que se consideren relevantes.





			Cada evaluación será practicada por una comisión de expertos, designada por el Consejo de la Corporación sobre la base de una nómina que al efecto propondrá el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Artículo 3º.-	Las disposiciones de la presente ley no serán consideradas en caso alguno, como causales de término de servicio, ni supresión o fusión de cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral, para ningún efecto legal.








DISPOSICIONES TRANSITORIAS








Artículo primero.-	Los recursos que hubieren sido asignados en la Ley de Presupuesto del presente año a las instituciones singularizadas en el artículo primero, y que no hubieren sido utilizados por éste antes de la vigencia de esta Ley, se radicarán en el patrimonio de cada una de ellas.





Artículo segundo.-	La presente ley entrará en vigencia 30 días después de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos exentos a que se refiere el artículo 11 de la ley Nº 18.196.”.





Dios guarde a V.E.,
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